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Introducción.


Las políticas sociales no pueden pensarse al margen de la red global de intereses y poderes que condicionan las relaciones entre el Estado y la sociedad en todo el mundo. No tiene sentido tratar los asuntos sociales como problemas cuyo entendimiento y solución dependan exclusivamente de la voluntad política de los actores y gobiernos nacionales. Las políticas sociales se formulan tanto en América Latina como en México dentro de Estados que gozan de una significativa autonomía en relación con la sociedad civil y sufren un alto grado de dependencia en relación con la dinámica de la economía mundial (Pérez Baltodano, 1997: 56) y con las directrices de agencias internacionales como el Banco Mundial (BM) y el Fondo Monetario Internacional (FMI).

Los años ochenta y noventa en América Latina y México fueron dominados por procesos de estabilización y ajuste estructural que reorientaron la economía hacia un modelo liberal exportador. La estabilización y el ajuste permitieron reasumir cierto crecimiento económico y revertir la crisis de la deuda externa, pero contribuyeron a crear una nueva deuda de carácter social, pues crecieron la desigualdad, la marginación, la pobreza y la pobreza extrema (Cepal, 1993 y 1994). Seguramente por eso, la pobreza y las políticas para combatirla se han convertido en temas de debate global y ocupan un sitio muy importante en las agendas de los organismos financieros internacionales. De hecho, dichas agencias han llegado a ser actores centrales en la definición de los sistemas de prestaciones sociales, porque tienen el poder y los recursos para influenciar con notable efectividad la definición e instrumentación de políticas sociales domésticas (Filgueira, 1997: 78).
Esas instituciones han producido un repertorio de medidas que tienden a estandarizar el diseño de los programas sociales. Entre ellas destacan la focalización, la descentralización, la promoción de la participación de los pobres en los programas sociales, la dotación de capital humano privilegiando programas educativos, etc. (Ibíd..: 82). En ese sentido, cualquier análisis de un programa social requiere, entre otras cosas, de un recorrido por estas pautas globales, que se han convertido en verdaderos ejes analíticos para comprender el funcionamiento del combate a la pobreza.
En México dos programas muy significativos se ajustan, con ciertos matices, a los parámetros aquí descritos: el Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol) y el Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa). Para analizar el primero, objeto fundamental de este trabajo, hay que subrayar que se trata de un programa de combate a la pobreza que puede ser conceptualizado como de tercera generación. 

La primera generación de esta clase de programas se puso en marcha a finales del viejo modelo económico fundado en la industrialización por sustitución de importaciones (ISI). Esos programas estuvieron ligados a la crisis agrícola iniciada en 1965. Su objetivo fue destinar recursos públicos hacia los pobres residentes en el campo, como parte de una política de desarrollo rural. Se implementaron tres programas con esas características: el Programa de Inversión para el Desarrollo Social (PIDER) vigente entre 1973 y 1982 y la Coordinación General del Plan Nacional de Zonas deprimidas y Grupos Marginados (Coplamar) que funcionó entre 1977 y 1982, y el Sistema Alimentario Mexicano (SAM) creado en 1980. 
El Pronasol, creado en 1989,  se ubica dentro de la segunda generación, que corresponde a los Fondos de Inversión Social propuestos por el Banco Mundial, durante los años ochenta, para hacer frente a los costos sociales de la crisis de la deuda externa y las medidas de ajuste estructural recomendadas por el Fondo Monetario Internacional (FMI). Pronasol fue el primer programa de combate a la pobreza vinculado al nuevo modelo exportador y se caracterizó por promover un alto grado de participación y organización de los beneficiarios y por buscar una alta flexibilidad para financiar y ejecutar proyectos comunitarios. 

Finalmente, en 1997 se echó a andar el programa que aquí nos ocupa. Es el segundo de gran envergadura ligado a la nueva estrategia económica y que puede ser considerado de tercera generación porque es mucho más focalizado y funciona orientado por un propósito fundamental: desarrollar las capacidades de las personas y las familias, a través del  mejoramiento de las condiciones de educación, salud y alimentación de niños, niñas y de sus madres pertenecientes a familias rurales en la pobreza extrema, a través de un paquete de servicios sociales y transferencias monetarias.


Considero que el análisis de Progresa puede ser más eficaz si se lo compara con el Pronasol, pues el primero se planteó implícitamente como una alternativa a éste, que fue objeto de severas críticas por sus prácticas de manipulación política, clientelismo y neopopulismo, así como por su vinculación estrecha, casi personal, con el expresidente  Carlos Salinas de Gortari. 
Además de esta matriz analítica hay una serie de dimensiones que este trabajo explorará, tomando como punto de partida algunos elementos del discurso neoliberal, frecuentemente mencionados en el campo del diseño y ejecución de políticas y programas sociales en diversos terrenos. Particularmente, analizaré los siguientes aspectos de Progresa: su peso específico dentro del gasto social, sus objetivos, su articulación con el modelo económico en términos de mercado y equidad, y de empleo y bienestar, sus enlaces con diversas formas de organización social, su papel en procesos de integración social y legitimidad política, su grado de descentralización, la selectividad del  programa y su durabilidad.

 El peso específico de Progresa.

En términos presupuestales el Pronasol y Progresa son muy distintos. Pronasol ejerció durante sus primeros cinco años un total acumulado de 12 mil  millones de dólares, es decir, un promedio de 2400 millones de dólares anuales  (Cornelius, Craig y Fox, 1994: 8). Mientras el Progresa ha ejercido 1350 millones de pesos en 1997, 5668 millones en 1998 y 7714 millones en 1999,  un promedio de 4910 millones de pesos al año, que equivalen a poco menos de 517 millones de dólares anuales (Zedillo,  1997 y  1998; Sedesol, 1999).


El peso relativo de los dos programas como porcentaje del PIB es también distinto. Entre 1989 y 1994 Pronasol representó en promedio anual el .51% del PIB. Por su parte, Progresa en 1997  representaba sólo el .04% del PIB (Zedillo, 1997 y 1998).


Así, a pesar del crecimiento constante de Progresa, estos datos nos muestran nítidamente dos realidades completamente distintas. Por una parte, el  Pronasol fue el eje de la política social salinista de combate a la pobreza; por la otra, Progresa es sólo uno de los programas del gobierno actual dirigidos a la misma tarea.
.  De hecho, Progresa en 1999 significaba solamente al 15.8% del total de los recursos presupuestados para combatir la pobreza (Sedesol,  1999).  El Pronasol fue un programa de gran envergadura, Progresa es más pequeño. Las cifras muestran también otro aspecto de los programas de tercera generación:  la búsqueda de una utilización eficiente de recursos escasos, que teóricamente no acepta dispendios de corte populista.

Veamos ahora otro aspecto clave: los propósitos manifiestos de los programas.

Los Objetivos del Programa.


A diferencia del Pronasol, los objetivos de Progresa son más limitados. El primero fue concebido como una estrategia para hacer frente a los costos sociales de la crisis económica de los años ochenta y a las políticas de ajuste que se siguieron aplicando en el primer lustro de los años noventa.  Tenía dos objetivos: uno material que incluía la oferta de servicios públicos, provisión de infraestructura y acciones de alivio a la pobreza; otro institucional cuyo eje era la reestructuración de las relaciones entre el Estado y la sociedad (Sedesol, 1993).
 El segundo, busca enfrentar la pobreza que “se perpetua de generación en generación” y para ello se propone: 

· Mejorar sustancialmente las condiciones de educación, salud y alimentación de las familias pobres, particularmente de los niños, niñas y de sus madres, brindando suficientes servicios escolares y de cuidado de la salud de calidad, así como ayudas alimentarias.

· Integrar estas acciones para que el aprovechamiento escolar no se vea afectado por la falta de salud o la desnutrición de los niños y jóvenes, ni porque realicen labores que dificulten su asistencia escolar.

· Procurar que los hogares dispongan de medios y de recursos suficientes para que sus hijos completen la educación básica

· Inducir la responsabilidad y la participación de los padres y de todos los miembros de la familia a favor del beneficio que significa para los niños y los jóvenes su educación, salud y alimentación

· Promover la participación y respaldo comunitario en las acciones de Progresa (Progresa, 1997: 39)


 Lo más evidente del nuevo programa es, en primer lugar, la desaparición de objetivos políticos explícitos; en segundo lugar, su concentración en la oferta de un paquete de educación, salud y alimentación dirigido fundamentalmente a los niños, mujeres y jóvenes; y en tercer lugar, su incidencia fundamental en familias en pobreza extrema, residentes en zonas rurales marginadas. Esto contrasta de manera muy clara con los alcances de Pronasol que incluía un rango más amplio de acciones, se orientaba a promover la participación activa de los miembros de la comunidad y no de los de algunas familias y que no funcionaba exclusivamente en las regiones más marginadas del país. 

Podríamos concluir esta sección señalando que Progresa muestra un enfoque más acotado en el combate a la pobreza y una mayor focalización; entre tanto el Pronasol era más bien un programa  social de alcance medio, muy politizado.
 

La articulación entre Progresa y el nuevo modelo económico.

El tránsito hacia una plena economía de mercado  ha sido subrayado e impulsado por los tres últimos gobiernos del país, pero las evidencias muestran que la liberalización de la economía no ha limitado la vulnerabilidad social sino que ha exacerbado añejas tendencias de desigualdad social y agudizado procesos de empobrecimiento y marginación. En ese contexto se han ubicado tanto Pronasol como Progresa. Ambos se han enmarcado en una estrategia de crecimiento económico de bajo perfil, que ha sido acompañada por altos niveles de subempleo e informalidad. Según datos del INEGI para 1995 el 27.6% de la PEA se encontraba en situación de subempleo visible
 (INEGI, 1995). Por otra parte, la OCDE afirma que mientras en 1987 el 38.6% de la PEA urbana se ocupaba en el sector informal, para 1995 el 44.4% se encontraba en situación de informalidad (OCDE, 1997: 83). 

El nuevo modelo económico, que empezó a fraguarse en los años ochenta, promueve una nueva inserción de nuestra economía en el mercado mundial, a través de la producción de artículos manufacturados. De manera esquemática puede afirmarse que esta estrategia ha favorecido a las grandes empresas exportadoras, que utilizan tecnología de punta, que son ahorradoras de mano de obra, que recurren a mercados poco sindicalizados y que favorecen el empleo eventual, así como una alta rotación de personal. Por el contrario, la estrategia ha desestimulado a la pequeña y mediana industria que cuentan con perfiles tecnológicos relativamente bajos, que emplea gran cantidad de mano de obra y se orienta al mercado interno (Cornelius, 1996). Pero sobre todo, el enfoque neoliberal no ha alentado la producción agrícola.

Ante este panorama, la eficacia de un programa como Progresa enfrenta serios retos, porque si consideramos su focalización en regiones rurales, su atención a una población fuera del mercado, sin tierras y sin ingreso, sus objetivos de proporcionar educación básica, salud y alimentación no parecen suficientes para garantizar que sus beneficiarios obtengan en el mediano plazo una nueva y mejor ubicación en la sociedad.

Por una parte, todo parece indicar que quienes son beneficiados por el programa no podrán encontrar trabajo en el campo, donde residen, ya que invertir en él no es una prioridad federal. Por otra, el acceso a una educación básica (primaria y/o secundaria) que no intenta capacitar a los individuos para competir en el plano nacional o internacional, no parece tampoco una vía franca para garantizarles la superación de su situación socioeconómica a través de su eventual participación en mercados de trabajo urbanos donde, en el caso de las manufacturas y debido a la regulación estatal, los salarios son muy bajos,
 y en el caso del sector servicios, se vive en condiciones de informalidad y consecuentemente al margen de la seguridad social.

Con ese telón de fondo resulta pertinente recordar a Amartya Sen, para quien la evaluación de instituciones, políticas o programas sociales, en términos de justicia debe centrarse en el análisis de la libertad real que confieren a las personas para elegir su modo de vida (Sen, 1997). En ese tenor, es evidente que la interacción entre la política económica y el Progresa cierra las posibilidades para que los beneficiarios de ese programa sigan viviendo en el campo y abre una vía única: la migración hacia centros urbanos, donde como decíamos el empleo es escaso y precario.

A pesar de que Progresa pondera favorablemente un segmento de aquellos a quienes les va peor en nuestra sociedad,  lo cierto es que su sentido de justicia parece limitado, pues se reduce a garantizar un mínimo de cosas vitales: salud, educación básica y alimentación a niños, niñas  de familias extremadamente pobres, así como a sus madres. Sin embargo,  la simple posesión de estos bienes, si Sen tiene razón, no debe tomarse como un indicador real de bienestar, pues sólo son medios para alcanzarlo, es decir, recursos para conferir libertades y capacidades de elección a sus poseedores. Para Sen la calidad de vida que logra una persona depende de su capacidad para elegir entre diversos modos de vida a su alcance. Esta conceptualización pone en el centro del análisis la observación de las consecuencias de un programa o política. Esta visión consecuencial está ausente en el diseño de Progresa. Siguiendo este razonamiento, podemos apreciar que las opciones que abre el programa son muy estrechas, pues tienden a dejar cerrado el círculo de la pobreza. Se podría describir el criterio de maximización de Progresa en los siguientes términos: “dotar de capital humano (educación básica) a algunos pobres extremos, para que en el mejor de los escenarios posibles logren ser simplemente pobres”. 

Integración social y legitimidad política.

Una constante en el discurso neoliberal cuando se aborda lo social, alrededor  de la estructuración de programas de combate a la pobreza, de segunda y tercera generación, es que éstos son presentados como estrategias políticas que alientan a los pobres a que se organicen  y se conviertan en los principales actores de la política social (Lerner, 1996: p.14). Sin embargo, el caso de Progresa es peculiar pues aunque el texto del programa señala que “la participación comunitaria es un elemento fundamental para el buen desarrollo del Programa y el logro de sus objetivos” (Progresa 1997: 6), en los hechos desplazó su foco de operación del nivel comunitario al familiar, lo que se tradujo en una renuncia a utilizar las estructuras organizativas constituidas por el Pronasol, que se denominaban “comités de solidaridad”.  Sin duda, ello se ha traducido en una pérdida neta de recursos organizativos, que de manera muy clara es imputable a problemas de orden político. Esta situación ejemplifica una de las tendencias más notorias que generan incertidumbre alrededor de este tipo de programas: la discontinuidad. Sobre este tema volveré después.


Pero más allá de este asunto, en el caso que nos ocupa, habría que preguntarnos si está justificado el cambio de énfasis. Implícitamente sí hay un motivo y está ligado a dos asuntos: el carácter populista de Pronasol y el control político que el expresidente Carlos Salinas  aparentemente tenía sobre algunos de los comités de solidaridad, los cuales eran empleados con propósitos electorales o como contrapesos dentro de la maquinaria del PRI. Sin embargo, éstas no parecen ser razones suficientes ya que, de manera un tanto modificada, la lógica de organización comunitaria sigue existiendo en la operación de algunos de los programas ligados a los ramos XXVI y XXXIII. 

Me parece que esta dualidad organizativa hace más difícil la complementariedad que pretendidamente busca el Programa con otros programas comunitarios (Progresa, 1997: 7). De hecho, la imagen pública es que estas dos estrategias de intervención social se oponen debido a que mientras Progresa fue diseñado y es controlado realmente por la Subsecretaría de Egresos de la Secretaría de Hacienda, los ramos XXVI y XXXIII son operados por la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol).

Este asunto del cambio organizativo tiene también otra arista: la tendencia a reconcentrar una dosis de poder que el Estado había trasladado a las organizaciones comunitarias y Organizaciones No Gubernamentales (ONG’s), de tal suerte que la despolitización de estos segmentos de la sociedad puede interpretarse como una recentralización política que va a contracorriente del paso de un Estado Benefactor a una sociedad del bienestar, que supervisa y controla las cuestiones sociales. Sin este tránsito es difícil pensar en el fin del viejo orden estatista.

Desde el punto de vista de la integración social, habría que decir que el Progresa contribuyó a desarticular un tejido de comités de solidaridad, que según datos oficiales de 1993 habían llegado a 150 mil y estaban ligados a proyectos desarrollados en 2378 municipios del país, (Carlos Salinas, 1993: 66) y que no sólo representaban un espacio de manipulación política. 

Progresa aparece como un programa más técnico, menos politizado que el Pronasol, pero más centralizado, con alcances menores, menor coordinación con el resto de la política de combate a la pobreza y promotor de una participación social de baja intensidad, en la medida que establece como espacio de operación el interior de las familias beneficiadas, en lugar de favorecer formas de organización social autónomas con una base comunitaria. 

Descentralización.


Otra de las características  que, desde una perspectiva teórica, se busca realizar en el diseño y operación de un programa social es su descentralización, entendida, por una parte, como el traslado de algunas decisiones y de algunos servicios tradicionalmente operados en el ámbito federal, hacia otros niveles de gobierno estatales o municipales, o hacia instancias de organización comunitaria o civil; por otra, como la supervisión de las funciones sociales por parte de organismos sociales (Lerner, 1996:28-31).
En buena medida descentralizar significa en primer lugar, reducir o eliminar el control que una burocracia central tiene en el manejo de una política o un programa social; en segundo, promover una participación social más directa, es decir, una gestión más social y menos estatal. Sobre esto último ya he hablado en el caso de Progresa, pero los indicios de recentralización que ya apuntaba se ven confirmados también porque el Programa funciona de manera  vertical, controlado por instancias federales y bajo la dirección de una burocracia y un cuerpo técnico que determina su funcionamiento. Esto, podría argumentarse, favorece su operación más eficiente porque evita distorsiones derivadas de la existencia de poderes locales que pueden modificar los objetivos del programa. Sin embargo, también supone de entrada un rechazo a una articulación más intensa con otros niveles u otras ramas de gobierno, y con la sociedad organizada.
La recentralización debe verse como un paso atrás en la reorganización del Estado en los planos federal, estatal y municipal; así como la redistribución de poder hacia ayuntamientos, gobiernos estatales, comunidades y organizaciones sociales debe verse como un avance democrático.

Selectividad y exclusión social.


Otro aspecto que es mencionado con gran frecuencia como una de las directrices de las nuevas políticas sociales es la necesidad de que los programas tengan como objeto a los más pobres, recomendación que suele ir acompañada por otra, a saber: que se abandonen las políticas de cobertura universal (Lerner, 1996: 31).


Esta selectividad suele justificarse argumentando la imposibilidad financiera de los Estados para cubrir grandes programas sociales. Además se manifiesta la conveniencia de desplazar la atención de la intervención social de los sectores medios y los trabajadores calificados hacia los más pobres (Sojo, 1990). Otro patrón, frecuentemente implícito, es de carácter político y es el entrelazamiento de estos programas con objetivos de seguridad nacional, como consecuencia de los conflictos sociales violentos que se han producido en zonas de alta marginación como Chiapas o Guerrero en nuestro país.


El caso de Progresa es muy claro, ya que utiliza como pauta de selectividad de sus posibles beneficiarios el índice de marginación por localidad elaborado por el Consejo nacional de Población (CONAPO),
 lo que lo ha orientado a concentrar su acción en las zonas rurales más marginadas. Después de hacer este primer gran recorte y de eliminar tácitamente a grandes segmentos de la población, Progresa elabora padrones de familias en la pobreza extrema en cada una de las regiones seleccionadas, tomando en cuenta criterios socioeconómicos tales  como: jefatura del hogar, características de tamaño de los hogares, composición por sexo y edad de los miembros de los hogares, alfabetismo y nivel educativo de cada miembro, actividad económica e ingreso de las personas, posesión de bienes, características de la vivienda y presencia de discapacitados. Esos indicadores se usan para aplicar un sistema de puntajes homogéneo en todo el país (Progresa, 1997:52-54). La lógica del proceso de selección es binaria: separar hogares en la pobreza extrema y hogares no pobres, usando como punto de corte el nivel de ingreso correspondiente a la canasta normativa alimentaria (Progresa, 1997:55).


Se han hecho muchas críticas a estos mecanismos de selectividad del programa, entre ellas destacan dos aspectos técnicos muy importantes y un hecho muy significativo:

a) El índice de CONAPO mide marginalidad, no pobreza.

b) La canasta normativa alimentaria no es un parámetro suficiente para separar a los pobres extremos de los no pobres, porque hay evidencias empíricas de que es falso el supuesto de que los hogares que se hallan por encima del umbral mínimo de alimentación se hallan también por encima de otras necesidades básicas. (Boltvinik, 1995:12-13)

c) Los recursos destinados al combate a la pobreza son sumamente escasos, ya que la focalización responde a la necesidad de confrontar la masificación de los problemas sociales con fondos recortados (Vila, 1996: 122). Además en situaciones de crisis presupuestal los recursos pueden incluso disminuir, como ocurrió en 1998 cuando los programas de combate a la pobreza  sufrieron un recorte de 230 millones de pesos (Siglo Veintiuno, junio 1998:22).

Por lo que toca a la primera crítica, algo incuestionable es que el Progresa excluye a los pobres extremos que viven en zonas que no pueden considerarse de alta o muy alta marginación, particularmente hace a un lado a toda la pobreza extrema urbana. En lo que hace a la segunda, se puede suponer que el programa considera no pobres a muchos pobres que no padecen pobreza alimentaria pero no por ello satisfacen el resto de sus necesidades básicas. 

Finalmente, en lo concerniente a la tercera crítica, la escasez de recursos se traduce en exclusión de familias del padrón de Progresa por motivos estrictamente presupuestales, no imputables a las características socioeconómicas de las familias que aspiran a participar en el programa. Vista así la selectividad del programa puede interpretarse como altamente excluyente. En ese sentido, la heterogeneidad de los pobres puede agravarse por el carácter particularista de Progresa, que puede mejorar la situación de un grupo, manteniendo en la pobreza y/o la marginación a otros.

Otros aspectos relacionados con los criterios de selectividad, tienen que ver con la  posible ineficiencia o ineficacia del programa, generadas por su intervención en zonas de alta y muy alta marginalidad. La falta de vinculación explícita entre el Progresa y los programas de dotación de infraestructura puede ser muy costosa. En ese sentido, se puede afirmar que el Pronasol tenía un mayor nivel de integración, pues intentaba vincular, entre otras cosas, dotación de infraestructura, creación de empresas comunitarias y otorgamiento de becas escolares. Adicionalmente, la aplicación de criterios de selectividad muy estrictos en zonas donde la pobreza es endémica genera un encono comunitario entre quienes son beneficiados por el programa y quienes no lo son.Para finalizar esta sección habría que decir  que Progresa parece preocuparse más por contar a los pobres extremos en zonas marginales, que por abordar y enfrentar las causas de la pobreza, que para muchos están fuertemente ligadas a problemas de empleo e ingreso y sólo en un segundo momento, a problemas de capital humano.

 La Institucionalidad de los Programas de Combate a la Pobreza

Un aspecto no desdeñable de estos programas es su corta duración. Parecen estar condenados a existencias relativamente efímeras, como lo muestra el largo camino recorrido en nuestro país desde  1973 cuando se creó el PIDER, pasando por el Coplamar, que funcionó entre 1977 y 1982, los Coplades como ejes del desarrollo social durante el sexenio de Miguel de La Madrid, hasta el Pronasol que operó entre 1989 y 1996.


Resulta evidente la fragilidad política de estos programas, que tiene diversos orígenes: por una parte, éstos no tienen un lugar en la teoría neoclásica, ya que constituyen, desde esa óptica, intervenciones estatales y, por tanto, alteraciones en el funcionamiento del mercado (Vilas, 1996:111); por otra parte, no sólo no son producto de coaliciones amplias, sino que no logran consensos sólidos dentro del grupo gobernante, lo que se traduce en su irremediable sustitución cada vez que se da un cambio de administración. Su falta de institucionalidad hace que los objetivos que se proponen no se realicen, lo que los convierte en mecanismos de asistencia social y no en instrumentos eficaces para superar la pobreza. 


Tal parece ser el caso de Progresa, que arrancó tarde en el sexenio de Ernesto Zedillo, debido a pugnas dentro de su gabinete, y que parece condenado a la extinción o a jugar un rol secundario, cuando menos en el ámbito propagandístico, durante el próximo sexenio. La tendencia a mantener de manera parcial programas de viejo cuño, como ocurre por ejemplo con Liconsa, Diconsa y las Fonaes, entre otros (como probablemente ocurrirá con Progresa), es una de las causas de que la política social en México en materia de pobreza, se encuentre muy fragmentada y poco coordinada. 


En ese sentido, no es exagerado afirmar que la política social focalizada requiere de una nueva generación de programas, que sean más integrales, para concentrar de manera armónica los escasos recursos de que se dispone. Es indispensable también crear políticas de Estado, que no estén sujetas a los vaivenes sexenales, para que se conviertan en una verdadera estructura que ofrezca recursos a los actores sociales para superar la pobreza.

Esto último no parece posible sin grandes acuerdos nacionales entre los principales partidos políticos del país. Tampoco es viable sin un cambio en la política económica que ponga en tela de juicio la idea de que la industrialización orientada hacia las exportaciones (IOE) maximiza la asignación eficiente de los factores de la producción y favorece una especialización entre las naciones de acuerdo a sus respectivas ventajas comparativas de costos.
 Este enfoque y sus metas macroeconómicas
 conciben el desarrollo como un resultado de la competencia perfecta, pero no se preocupan por la sustentabilidad social y ecológica del modelo. Ninguna política social será efectiva en tanto la política económica no garantice la reproducción material de la sociedad.
 en ese sentido un proceso de crecimiento endógeno es una condición necesaria para la integración exitosa al mercado mundial. (Dussel, 1997: 112)
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� Profesor Investigador del Departamento de Estudios Socio Urbanos del Centro Universitario de Ciencias Sociales y Humanidades de la Universidad de Guadalajara 


� Sobre este particular se sugiere revisar: Ordóñez Barba, Gerardo. “Redistribución, eficacia y equidad en el combate a la pobreza en México”, que aparece en esta misma publicación.





� Para una exposición detallada sobre esta clase de programas se recomienda la lectura de: Schteingart, Martha. “Las políticas sociales para los pobres. El caso de progresa”, que también aparece en esta publicación. 


� Los otros dos rubros relevantes del presupuesto de combate a la pobreza en la actualidad son los relacionados con programas vinculados a los llamados Ramo XXVI y XXXIII. 


� De hecho Salinas a sólo seis semanas de haber llegado al poder señalaba: “En décadas previas, el PRI pudo contar con los campesinos... y los trabajadores sindicalizados... Ahora... debemos construir alianzas con nuevos grupos, algunos de los cuales están ahora desorganizados; otros están organizados para varios propósitos, pero no quieren participar en partidos políticos. Debemos convencerlos...” Citado en Cornelius, Wayne¸Judith Gentelman y Peter Smith  (eds.) (1989) Mexico’s Alternative Political Futures. Monograph Series, No. 30¸La Jolla: Center for US- Mexican Studies.


� De hecho, de acuerdo con Gustavo Verduzco, la mayoría del gasto ejecutado por el Pronasol se aplicó al rubro de bienestar social y específicamente de proyectos de urbanización, lo que contrasta de manera muy clara con el hecho de que la mayoría de los extremadamente pobres viven en el campo.  De acuerdo con este autor, en un estudio realizado en Zacatecas, Jalisco, Colima y Morelos se evidenció que el Pronasol no siguió la trayectoria de la pobreza, pues sólo una quinta parte se destinó a atender a los más pobres. Ver: Verduzco, Gustavo. (1995) “Gobierno y pobreza en México, el Pronasol una visión de su impacto”. Ponencia presentada en el XX Congreso de la Asociación Latinoamericana de Sociología. México.


� El Pronasol en su aplicación exhibió un gran sesgo político, que puso en entredicho sus pretensiones redistributivas y subrayó los intentos relegitimadores y de reorganización social realizados por el gobierno salinista. Ver: Dresser, Denise. (1992) “Pronasol: los dilemas de la gobernabilidad” En El Cotidiano, No 49, p.50


� Trabajadores que laboran menos de 35 horas a la semana.


� Recordemos, por ejemplo, que en la industria electrónica en el estado de Jalisco se pagan en promedio hasta dos salarios mínimos, que no son suficientes para cubrir las necesidades de una familia.


� Dicho índice se construye, usando datos del Censo general de Población de 1990 y del Conteo de 1995, con los siguientes indicadores: viviendas sin agua entubada, sin drenaje, sin energía eléctrica, con piso de tierra, ocupantes por cuarto e ingresos o población ocupada en el sector primario.


� El supuesto de fondo es que las condiciones macroeconómicas para el desarrollo son: el libre comercio, la apertura total de las economías, la abolición de las barreras arancelarias y no arancelarias, las estrategias antiinflacionarias y  un Estado minimalista ligado a políticas monetarias y fiscales restrictivas. Ver: Dussel Peters, Enrique (1997). La Economía de la Polarización: Teorías y evolución del cambio estructural de las manufacturas mexicanas (1988-1996). México: Editorial JUS y UNAM. 


� Cabe recordar que la situación social de un individuo está determinada en gran medida por la distribución primaria del ingreso relacionada con la denominada “remuneración a los factores de producción”; esto es, los ingresos generados en el proceso de producción y apropiados por los diferentes sectores sociales. En ese sentido, la política social funciona en el ámbito de la distribución secundaria o redistribución, que resulta luego de la reducción o aumento que experimentan los ingresos obtenidos en el mercado, a través de la tributación y las transferencias efectuadas por el Estado (Isuani, 1991)
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